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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCESO CARNAL ABUSIVO CON MENOR DE 14 AÑOS / EL CONSENTIMIENTO DE LA VÍCTIMA NO ES EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD / VALORACIÓN PROBATORIA / TESTIMONIO COHERENTE, ESPONTÁNEO Y CREÍBLE DE LA MENOR.
Esas afirmaciones de la infante son espontáneas, contundentes y merecen plena credibilidad, tal como lo concluyó la falladora de instancia y como lo sostiene el representante de la Fiscalía, pues no se advirtió en ella intención alguna de perjudicar al procesado, ni tampoco existía razón para que quisiera inculparlo falsamente, pues la misma víctima ha reconocido que ella consintió en esa relación, es decir, que no se aprecia de su parte alguna animadversión hacia el aquí acusado.
Ahora, en cuanto al consentimiento… aunque en este asunto hubo un consentimiento por parte de la menor, esa situación por sí sola no puede tenerse como factor eximente de responsabilidad, básicamente por dos motivos: El primero y más elemental, porque la voluntad en este tipo de comportamientos no sirve para excluir la culpabilidad del sujeto agente, en cuanto se parte precisamente del entendido que la misma se encuentra viciada por inmadurez sicológica. (…)
… importa destacar que por el hecho de no existir evidencia física acerca de la penetración, como sería en este evento el dictamen médico forense que así lo estableciera y que echa de menos la defensa, de todas formas no por ello se puede desestimar la existencia del acceso. Al respecto la Sala de Casación Penal en sentencia SP2203 de mayo 23 de 2007, explicó:

“Finalmente, que al trámite no se allegó la experticia sobre el ADN del acusado a fin de establecer si accedió carnalmente a la menor, tal medio de prueba no resultaba indispensable para con el objeto del proceso y el convencimiento del funcionario judicial, en tanto el diligenciamiento cuenta con otros medios de prueba, entre ellos, el testimonio de la víctima que permite concluir, en grado de certeza, en la autoría de XXX en los hechos.”
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	Fecha y hora de lectura: 
	Junio 18 de 2019.  08:16 a.m.

	Imputado: 
	JEPC 

	Cédula de ciudadanía:
	9.912.012 expedida en Riosucio (Cdas)

	Delito:
	Acceso carnal abusivo con menor de 14 años

	Víctima:
	AJCM. -13 años de edad para el momento de los hechos-

	Procedencia:
	Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira

	Asunto:
	Se decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena de octubre 28 de 2016. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Según los registros, los hechos por los que aquí se procede ocurrieron en febrero 06 de 2014 en la manzana 1 casa 4 del barrio Sinaí de la ciudadela Cuba de esta capital, sitio donde la menor AJCM -13 años- fue víctima de acceso carnal abusivo por parte de JEPC. Ese acontecimiento fue puesto en conocimiento de las autoridades por parte de la representante legal de la adolescente.
1.2.- De conformidad con los elementos materiales probatorios y evidencia física recolectada, el delegado del ente acusador formuló imputación (noviembre 10 de 2015) contra el señor JEPC ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira (Rda.), como autor del delito de acceso carnal abusivo con menor de catorce años, acorde con lo consagrado en el artículo 208 C.P., cargo que el indiciado NO ACEPTÓ. La Fiscalía no solicitó medida de aseguramiento.
1.3.- Ante el no allanamiento a los cargos la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (enero 13 de 2016), por medio del cual formuló idéntico cargo, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que convocó a las correspondientes audiencias de formulación de acusación (febrero 10 de 2016), preparatoria (mayo 23 de 2016), y juicio oral (agosto 09, 10 y 11 de 2016), al cabo del cual se anunció un fallo de carácter condenatorio, del que se dio lectura (octubre 28 de 2016) con el siguiente resultado: (i) se declaró penalmente responsable al acusado por la conducta punible de acceso carnal abusivo con menor de catorce años; (ii) se impuso sanción privativa de la libertad de 144 meses de prisión, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la sanción principal; y (iii) se negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por expresa prohibición legal.

Para llegar a la anterior determinación, la funcionaria consideró que con el testimonio de la víctima y las demás pruebas aportadas por la Fiscalía -informe sexológico, informe de psicología forense e historia clínica- era más que suficientes para determinar la existencia de la conducta punible y la responsabilidad en cabeza del acusado, como quiera que los testimonios de la defensa no aportaron ningún elemento que generara duda acerca de lo ocurrido, y solo sirvieron para confirmar que la familia del procesado es de Riosucio (Cdas), que para la época de los hechos vivía en Pereira, y que tenía una motocicleta.
1.4.- El letrado que representa los intereses del judicializado no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual se dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Solicita se revoque la determinación de condena proferida por el juez de primer nivel, y en su lugar se absuelva a su representado de los cargos endilgados. Como fundamento de su disenso expuso: (i) el juzgado al proferir el fallo condenatorio no valoró los argumentos presentados en los alegatos de clausura, situación que vulnera el derecho de defensa y contradicción, y se inclinó solo por el testimonio de la víctima y su progenitora; (ii) el despacho concluyó que la responsabilidad de su prohijado se demostró con la simple entrevista que rindió la víctima, quien fue presionada por su madre, pero no tuvo en cuenta la inexactitud en su testimonio; (iii) los informes de los profesionales forenses no fueron tenidos en cuenta por la falladora, cuando en ellos se concluyó que no hubo un acceso; (iv) no existe certeza acerca de la ocurrencia de los hechos, porque la menor inicialmente manifestó que no había pasado nada, pero frente a la presión e injerencia de su progenitora cambió su versión; (v) se debe aplicar el in dubio pro reo ante las dudas que existen en el caso; (vi) lo plasmado en los informes es lo que textualmente manifestó la menor, pero existe duda respecto a quien suministró el número de cédula del sindicado; (vii) el psicólogo no puede determinar la veracidad de lo dicho por una persona, más aun cuando este tipo de ciencias no son exactas sino exploratorias, descriptivas y argumentativas, y le corresponde al juez valorar si el relato en verdad es coherente; (viii) la progenitora de la menor la llevó en diciembre 03 de 2012 a una cita médica para que iniciara el programa de planificación familiar, aspecto que lleva a concluir que se pretendía evitar un embarazo, es decir, que la víctima ya había iniciado su vida sexual a los 11 años de edad; y, finalmente (ix) la falladora no valoró con detenimiento la declaración de la madre de la víctima, quien negó los problemas con su pareja para la época de estos episodios lo mismo que los problemas que tenía la menor con su hermano quien la quería acceder sexualmente, lo que demuestra el rencor, desquicia y odio contra su cliente, toda vez que no declaró la verdad de sus problemas y el descuido total frente a sus hijos.
Al final de sus argumentos, el defensor señaló que no se presentó relación sexual alguna, toda vez que la narración de la víctima y su progenitora no son coherentes o creíbles, y los forenses emitieron dictámenes sin ninguna prueba o vestigio para respaldar si en verdad la menor fue penetrada; además, ante la ausencia de secuelas físicas y psicológicas lo más acertado era concluir que no hubo un acceso carnal. 

Por último aportó un documento que lo identificó como “prueba nueva”, el cual hace referencia a una declaración extrajuicio rendida por JORGE LEONARDO CANO ARBELÁEZ ante la Notaria Quinta del Círculo de Pereira.   

2.2.- Los demás sujetos procesales no se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde al Tribunal establecer si la decisión de condena impuesta se encuentra acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y al proferimiento de una sentencia absolutoria, tal como lo solicita la defensa.

3.3.- Solución a la controversia

No observa la Colegiatura la existencia de vicios sustanciales que afecten garantías fundamentales de las partes e intervinientes, puesto que el trámite de todas las etapas procesales se surtió con acatamiento del debido proceso, y los medios de conocimiento fueron incorporados en debida forma en consonancia con los principios que rigen el sistema penal acusatorio, por lo que se pasará a realizar el análisis correspondiente del fallo adoptado por parte de la primera instancia.

Los hechos que dieron origen a la presente actuación ocurrieron en febrero 06 de 2014 en la manzana 1 casa 4 del barrio Sinaí de la ciudadela Cuba en esta capital, y de acuerdo con lo indicado por la menor AJCM -de 13 años de edad para esa época
- ella fue accedida carnalmente por el señor JEPC.

El Tribunal debe realizar el análisis tanto del conjunto probatorio como de los argumentos defensivos tendientes a que se absuelva al procesado, a efectos de determinar si la decisión de carácter condenatorio proferida por la primera instancia se encuentra ajustada a derecho.
En declaración rendida en vista pública, la menor A.J.C.M. narró en forma clara y detallada lo que ocurrió antes y después de ese suceso. Concretamente dijo que JEPC era un conocido de la familia, y que desde diciembre del año 2013 fecha en la que viajó a Riosucio (Cdas.) a pasar navidad con sus abuelos empezó a conversar con él e inició una relación como un “noviazgo”.
Cuando finalizaron las vacaciones y regresó a su casa -ubicada en el municipio de Dosquebradas- estuvo varios días deprimida, y le decía a JEPC que estaba muy aburrida y que no quería estar en la casa de su mamá, y él le manifestaba que “la sacaba y le daría lo que pueda”, motivo por el cual tomó la decisión de abandonar su casa en febrero 06 de 2014. Ese día JEPC la llamó y le dijo que bajara en taxi hasta la estación de Megabús ubicada en la avenida el Ferrocarril que ahí la recogía en la moto. Posteriormente llegaron al barrio El Dorado ubicado en Pereira, a la casa de la hermana de él de nombre OMAIRA a quien no conocía, y allí con su consentimiento tuvieron relaciones sexuales.
Esas afirmaciones de la infante son espontáneas, contundentes y merecen plena credibilidad, tal como lo concluyó la falladora de instancia y como lo sostiene el representante de la Fiscalía, pues no se advirtió en ella intención alguna de perjudicar al procesado, ni tampoco existía razón para que quisiera inculparlo falsamente, pues la misma víctima ha reconocido que ella consintió en esa relación, es decir, que no se aprecia de su parte alguna animadversión hacia el aquí acusado.

Ahora, en cuanto al consentimiento, si bien no fue un argumento defensivo planteado de manera directa en el recurso, como quiera que el apoderado judicial inconforme solo hizo referencia a la no existencia del hecho, si hará la Sala un paréntesis en este punto, con miras a precisar que aunque en este asunto hubo un consentimiento por parte de la menor, esa situación por sí sola no puede tenerse como factor eximente de responsabilidad, básicamente por dos motivos: El primero y más elemental, porque la voluntad en este tipo de comportamientos no sirve para excluir la culpabilidad del sujeto agente, en cuanto se parte precisamente del entendido que la misma se encuentra viciada por inmadurez sicológica. Y el segundo, porque es sabido que para estar incurso en el injusto que atenta contra la libertad, integridad y formación sexuales, solo se exige la concurrencia del dolo entendido como conocimiento más voluntad de acción, y no necesariamente se requiere la demostración de una intención de dañar. Se trata de términos conceptual y ontológicamente distintos, porque en el tema de la culpabilidad una cosa es el animus nocendi -intención de causar daño- y otra el dolo; es decir, que para que se configure el delito no se requiere probar que la persona quiso hacer daño a la víctima, basta con probar que sabía de la ilicitud de la conducta y se quiso su realización. Así que, aunque pudiera pensarse que todo lo sucedido fue el fruto natural de una relación sentimental de pareja, el acceso aún en tales circunstancias no estaba permitido.
Aclarado lo anterior, y retomando el análisis del testimonio rendido por la menor AJCM, se advierte que el mismo es concordante con lo que manifestó a su madre, al médico que la atendió en primera oportunidad, al psicólogo y al médico forense, es decir, que tanto la narración de lo ocurrido como el señalamiento hacia el aquí acusado, es algo que la víctima ha sostenido desde que ocurrieron el suceso hasta la presente fecha.

Es importante resaltar que la credibilidad en el relato de la víctima no corresponde únicamente a la valoración dada por esta Corporación y por el juez de instancia, de conformidad con las reglas que orientan la sana crítica, sino que atañe a lo determinado por el Dr. JAIRO ROBLEDO VÉLEZ, perito en psicología forense que intervino en la vista pública, quien concluyó que la narración de la menor era lógica y coherente.

En igual sentido, lo afirmado por la señora MARIBEL ZAMORA MORALES, madre de la menor, pese a que no fue testigo directo de los hechos, refuerza la versión dada por la infante, en cuanto fue la primera persona a la que ésta le contó lo vivido justo al día siguiente, a consecuencia de lo cual se trasladaron a la Clínica Comfamiliar donde fue atendida por el pediatra JAIME RAMÍREZ GRANADA, profesional que atestiguó acerca que la menor ingresó con un cuadro clínico de abuso sexual, motivo por el cual inició el protocolo para el mismo, y en la valoración observó un himen “hinchado y rojo”, con una alta probabilidad de haber sido causado por una penetración. 

A juicio del Tribunal y en consonancia tanto con lo analizado por la falladora de primer nivel y por la delegada del ente acusador, esos medios de conocimiento allegados por la Fiscalía permiten demostrar no solo la materialidad de la infracción sino además la responsabilidad del incriminado. 

Los argumentos expuestos por el profesional del derecho como fundamento de su disenso, no le restan veracidad a las contundentes afirmaciones de la afectada, y por ende no logran desvirtuar en modo alguno la solidez de la  prueba de cargo, como pasa a verse.
El defensor señala que la “simple entrevista que rindió la víctima” no es suficiente para demostrar la responsabilidad de su cliente, y menos cuando “la menor fue presionada por su progenitora”, afirmación que desde ningún punto de vista se puede aceptar como quiera que la juzgadora valoró el testimonio de la víctima en juicio y no las entrevistas que pudo haber rendido ante la Fiscalía. Es por tanto equivocado aseverar que la veracidad de lo narrado por la víctima radica en “una simple entrevista”, cuando es claro que hubo un debido interrogatorio y contrainterrogatorio en juicio, y es a partir de este acto que la funcionaria apreció el testimonio de la menor A.J.C.M. de conformidad con las reglas del artículo 404 C.P.P. 
Aparte de ello, no puede tampoco aceptarse que la menor “fue presionada por su mamá”, cuando en realidad lo que aconteció fue el interés por parte de la señora MARIBEL ZAMORA MORALES en conocer qué era lo que había pasado, toda vez que su hija menor había abandonado su casa, y lo lógico era que la indagara acerca de lo sucedido ese seis de febrero de 2014, como quiera que la menor duró desaparecida por varias horas. Además de lo anterior, como ya se indicó, quedó despejada cualquier duda acerca de la existencia de alguna clase de animadversión por parte de la víctima hacía el acusado.
No es cierto tampoco que la sentenciadora no haya valorado los informes forenses, y para comprobarlo basta observar que en su fallo la funcionaria en cuanto al dictamen del Dr. HERMÁN VILLA MEJÍA -sexólogo forense-, resaltó: “Que por los días transcurridos, era posible que ya no existieran huellas del acto. Indica el profesional que el examen físico de la niña no se le halló lesiones y que presentó un himen dilatable, explicando que ello significa que permite la penetración de un pene erecto sin dilatarse ni desagarrarse, que el himen queda íntegro y sin lesiones. Que por la clase de himen que presentaba la menor, no quería decir que no hubiese sostenido relaciones sexuales”; por tanto, aunque el informe no concluye acerca de hallazgos de penetración en los últimos días a la fecha de su elaboración, si advierte la a quo que el Dr. JAIME RAMÍREZ GRANADA -médico pediatra que atendió a la menor al día siguiente de los hechos cuando fue llevada a la Clínica Comfamiliar- señaló la alta probabilidad de haber existido una penetración el día anterior a la fecha de consulta -febrero 7 de 2014-, por encontrarse el himen “hinchado y rojo”. Así las cosas, indudablemente sí fue tenido en cuenta por parte de la funcionaria al momento de decidir tanto el dictamen del forense como la declaración del perito en juicio; pero además, lo cotejó, como era de esperarse, con lo observado por el médico que atendió a la víctima en la primera oportunidad.
Sea como fuere, importa destacar que por el hecho de no existir evidencia física acerca de la penetración, como sería en este evento el dictamen médico forense que así lo estableciera y que echa de menos la defensa, de todas formas no por ello se puede desestimar la existencia del acceso. Al respecto la Sala de Casación Penal en sentencia SP2203 de mayo 23 de 2007, explicó:

“Finalmente, que al trámite no se allegó la experticia sobre el ADN del acusado a fin de establecer si accedió carnalmente a la menor, tal medio de prueba no resultaba indispensable para con el objeto del proceso y el convencimiento del funcionario judicial, en tanto el diligenciamiento cuenta con otros medios de prueba, entre ellos, el testimonio de la víctima que permite concluir, en grado de certeza, en la autoría de XXX en los hechos.”

En igual sentido se pronunció la Corte Constitucional en sentencia T-843/11, al indicar:
“En materia específicamente de recolección de elementos materiales probatorios, los estándares de protección nacionales e internacionales exigen a las autoridades judiciales lo siguiente: (i) ordenar de oficio y recolectar los elementos probatorios que sean necesarios de manera oportuna -pues el tiempo puede conducir en estos casos a la pérdida de la evidencia-, sin desconocer los derechos de las víctimas y evitando al máximo su revictimización e intromisiones indebidas en su intimidad, lo que incluye el deber de no someter a la víctima innecesariamente a exámenes físicos y psicológicos; (ii) no valorar evidencia sobre el pasado sexual de la víctima o sobre su comportamiento posterior a los hechos objeto de investigación; (iii) considerar de manera restrictiva los elementos probatorios sobre el consentimiento de la víctima; (iv) no desestimar los testimonios de las víctimas por presentar contradicciones, pues éstas son frecuentes en eventos traumáticos como la violencia sexual; (v) no desestimar los testimonios de las víctimas por no haber sido obtenidos en las primeras entrevistas, pues dicha omisión puede deberse, entre otras razones, a temores por razones de seguridad; (vi) abstenerse de desestimar una acusación de violencia sexual por no existir evidencia física de “penetración”, ya que la violencia sexual no se limita a los eventos de acceso carnal -puede comprenden eventos en los que ni siquiera hay contacto físico- e, incluso, en los casos de acceso carnal, la ausencia de esta evidencia se puede deber a penetraciones hasta el introito vaginal, a un himen dilatable o al paso del tiempo que impide la obtención de muestras de fluidos, es decir, no es una regla de la experiencia que cuando no ha habido penetración o no hay fluidos como espermatozoides, no ha habido violencia sexual; (vii) emplear técnicas de investigación eficaces, modernas y con altos estándares de sanidad; (viii) apreciar en conjunto la evidencia teniendo en cuenta el contexto en el que se presentó la violencia sexual; (ix) cuando sea necesario, ordenar la recolección de elementos probatorios que puedan afectar los derechos fundamentales de las víctimas después de un análisis detallado de la proporcionalidad de la medida, análisis que además debe reflejarse en la decisión respectiva; (x) permitir que en la práctica de exámenes físicos, la víctima esté acompañada de una persona cercana, sí así lo desea; (xi) prestar especial atención al testimonio de la víctima, teniendo en cuenta que en la mayoría de los eventos de violencia sexual no hay otros testigos, razón por la cual el testimonio de la víctima debe valorarse como un indicio de la ocurrencia del delito; y (xii) valorar los elementos probatorios allegados por la víctima o sus representantes”. -negrilla de la Sala-

Como se observa, el pensamiento uniforme en la materia por ambas Cortes ha sido enfático al señalar que la violencia sexual no se limita al contacto físico o a la existencia de rastros o huellas del hecho, toda vez que pese a la comisión del ilícito, en muchos episodios no quedan registros del mismo, ya sea por el simple paso del tiempo, la ausencia de fluidos, o situaciones fisiológicas como la existencia de un himen dilatable o complaciente. 
Además, aunque la Fiscalía tiene la facultad de remitir a la víctima a la valoración médico legal, sexológica y psicológica, se debe tener igualmente en cuenta la voluntad de la víctima, quien en últimas es la persona que decide si se somete o no a este tipo de intromisiones en su cuerpo; por ende, no puede exigírsele que consienta un examen so pretexto de corroborar su denuncia.

Todo lo anterior, para señalar que es errada la apreciación del defensor cuando indica que la falta de conclusión por parte del médico forense es suficiente para determinar que el acceso carnal abusivo no ocurrió, cuando no se puede pasar por alto que el testimonio de la víctima fue contundente en su declaración e hizo el respectivo señalamiento de responsabilidad.
En cuanto a la objeción que hace respecto a la veracidad del dictamen del psicólogo forense por tratarse de una ciencia inexacta, debe decirse que en efecto se trata de una prueba aproximativa por corresponder en esencia a una valoración; empero, no por ese solo hecho se puede asegurar que sus conclusiones resultan descartable. Basta decir que no existe ningún elemento diferente a dicha afirmación que permita asegurar que lo narrado por la víctima es ilógico y/o incoherente. Tampoco se trajo al juicio ningún otro elemento de persuasión para advertir las supuestas irregularidades en que pudo haber incurrido el profesional JAIME ROBLEDO VÉLEZ al momento de valorar a la menor que se dice afectada. 
Ahora, son abiertamente inaceptables las manifestaciones de la defensa con respecto a temas totalmente ajenos al hecho por el cual se acusó al señor JEPC, tales como: el inicio de la vida sexual de la menor y el encontrarse en un programa de planificación, los cuales lejos están de desvirtuar la responsabilidad de su representado, por cuanto no tienen ninguna incidencia en la conducta ilícita objeto de juzgamiento, y por demás son totalmente censurables al atentar contra la intimidad de la víctima. 
Precisamente sobre el derecho a la intimidad que les asiste a las personas afectadas con un abuso sexual, con mayor razón si son menores de edad, el órgano de cierre en materia constitucional consignó:
"[…] Cuando las pruebas solicitadas relativas a la vida íntima de la víctima no cumplen con estos requisitos, y se ordena su práctica, se violan tanto el derecho a la intimidad como el debido proceso de las víctimas, pues la investigación penal no se orienta a la búsqueda de la verdad y al logro de la justicia, sino que se transforma en un juicio de la conducta de la víctima, que desconoce su dignidad y hace prevalecer un prejuicio implícito sobre las condiciones morales y personales de la víctima como justificación para la violación. Cuando la investigación penal adquiere estas características, la búsqueda de la verdad se cumple de manera puramente formal, totalmente ajena a la realización de las finalidades del proceso penal, y por lo tanto violatoria de los derechos de la víctima y, por consecuencia, del debido proceso.

De lo anterior se concluye, que las víctimas de delitos sexuales, tienen un derecho constitucional a que se proteja su derecho a la intimidad contra la práctica de pruebas que impliquen una intromisión irrazonable, innecesaria y desproporcionada en su vida íntima, como ocurre, en principio, cuando se indaga genéricamente sobre el comportamiento sexual o social de la víctima previo o posterior a los hechos que se investigan. Tal circunstancia, transforma las pruebas solicitadas o recaudadas en pruebas constitucionalmente inadmisibles, frente a las cuales tanto la Carta como el legislador ordenan su exclusión […]”

Pero además de lo anterior, no se puede pretender por parte de la defensa que la madre de la menor narre circunstancias de su vida personal que son totalmente ajenas a la conducta que se investiga –problemas entre la madre y el padrastro de la menor como supuesta causa de su salida del hogar-, y menos que esos hechos como tal -salida del hogar de parte de la menor- sean suficientes para endilgar rencor, desquicia y odio por parte de la madre hacia el acusado, cuando se trata de situaciones que no tienen ninguna relación entre sí. Tampoco se puede señalar que la testigo omitió información en cuanto a un intento de abuso sexual por parte de su otro hijo hacia AJCM, por cuanto la misma víctima aclaró en su declaración que los problemas que ha tenido con su hermano han sido de peleas y no hizo referencia a ninguna otra situación diferente a esa. 

Lo dicho, con mayor razón cuando ni la Fiscalía ni la defensa le hicieron preguntas a la progenitora en la audiencia acerca de esa particular situación relativa a los motivos para el alejamiento de la casa por parte de la menor. Ni mucho menos la defensa intentó confrontar a la víctima al momento del contrainterrogatorio, con respecto a que el hermano intentara abusar de ella. Es decir, que se trata de aseveraciones contenidas en el recurso pero sin soporte en el discurrir probatorio efectuado dentro del juicio oral.
Por último, era totalmente irrelevante para el caso determinarse cuál fue la persona que suministró el número de cédula de ciudadanía del señor JEPC al momento de la consulta que tuvo la menor de edad en la clínica Comfamiliar, y por supuesto, no se puede pretenderse con ese hecho restar credibilidad al testimonio de la menor en cuanto a la identificación del denunciado, cuando se sabe que la menor tiene claro de qué persona se trata.
Para finalizar, no se hará ningún análisis al documento aportado a último momento por la defensa, toda vez que la etapa probatoria culminó, y no se puede pretender en el trámite del recurso de apelación restar crédito a la prueba de cargo por medio de una declaración extrajuicio, toda vez que con ello se desconocen las reglas procesales previstas por el legislador para ejercer el interrogatorio cruzado a testigos
. 

Así las cosas, al no existir la duda que asevera el recurrente, y al estar la Corporación de acuerdo con el contenido del fallo de primer grado, se le dará confirmación. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de impugnación.

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse habrá de hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Según registro de nacimiento obrante en la actuación (fl. 21 cuaderno principal) nació el 30 de agosto de 2000.


� Sentencia T-453/05


� CSJ SP. Marzo 27 de 2003, Rad. 16326, M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón
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